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FACTURA POR CONSUMO DE AGUA EMITIDA POR EL ORGANISMO 
ENCARGADO DEL SERVICIO DE AGUA POTABLE . NO ES UN ACTO 
ADMINISTRATIVO DEFINITIVO MEDIANTE EL CUAL SE DETERMINA UN 
CRÉDITO FISCAL Y SU NATURALEZA JURÍDICA ES MERAMENTE 
INFORMATIVA (INTERPRETACIÓN DE LA LEY QUE REGLAMENTA EL 
SERVICIO DE AGUA POTABLE EN EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 
VIGENTE HASTA EL 30 DE DICIEMBRE DE 2016) . La factura por consumo 
de agua emitida por el Organismo encargado del Servicio de Agua 
Potable, no consti tuye un acto administrativo definit ivo susceptible 
de impugnarse ante el Tr ibunal de lo Contencioso Administrativo  del 
Estado de Baja California, s ino que su naturaleza es meramente 
informativa, toda vez que es el medio previsto por la ley para 
proporcionar al contr ibuyente la lectura del aparato medidor, 
instalado en el predio del usuario para la verif icación mensual del 
consumo de agua. Lo anterior se concluye de la interpretación 
armónica de los artículos 15, 16, 17, 54, 60, 61, 62, 63 y 110 de la Ley 
que Reglamenta el Servicio de Agua Potable  en el Estado de Baja 
California, en el sentido de que la factura por consumo de agua es 
el documento que contiene la información que proporciona el 
organismo al usuar io, a f in de que esté en aptitud de cumplir  con la 
obl igación de pagar los derechos por servicio de agua potable  del 
periodo mensual  o inconformarse ante el mismo organismo al no 
estar de acuerdo con el importe o con el consumo indicado en la 
factura de conformidad con lo dispuesto en el artículo 63 de la ley 
en cita; iniciándose con dicha inconformidad el procedimiento 
administrativo que concluirá con la resolución que determine si 
deben o no regir los consumos registrados y  su importe, imponiendo 
en su caso, las sanciones y accesorios que legalmente correspondan. 
La resolución que resuelva tal inconformidad constituirá un acto 
administrativo definit ivo impugnable en los términos previstos por el 
artículo 110 de la Ley que Reglamenta el Servicio de Agua Potable 
en el Estado de Baja California o en el juicio contencioso ante el 
Tr ibunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Baja 
California, en términos  de lo dispuesto en el artículo 35 de l a ley que 
lo r ige. Además, debe interpretarse que la factura por consumo de 
agua no se trata de una resolución que determine un crédito f iscal, 
dado que tendría que satisfacer los requis itos previstos en el artículo 
16 de la Constitución Pol ít ica de los Estados Unidos Mexicanos  y 68 
BIS del Código Fiscal del Estado, y el legis lador local, en el artículo 62 
de la Ley que Reglamenta el Servicio de Agua Potable en el Estado 
de Baja California, reguló la factura eximiéndola de ajustarse a los 
requis itos para los actos de molestia , y una interpretación en sentido 
contrario, implicaría que el legis lador pretendió regular la 
determinación de un crédito f iscal s in reunir los requisitos previstos en 
el artículo 16 de la Constitución Pol ít ica de los Estados Unidos 
Mexicanos, lo cual es inadmisible y, por tanto, el juicio contencioso 
administrativo que se promueva en su contra es improcedente, en 
términos de los artículos 40, fracción IX, y 41, fracción V, en relación 
con los artículos 2 y 22 de la Ley del Tr ibunal de lo Contencioso 
Administrativo del Estado.  
 
Recurso de revisión 698/2015 S.S.—  Promovente: Pedro Becerra 
Rodríguez.— Autor idad demandada: Comisión Estatal  de Servicios 
Públ icos de Ti juana.— 22 de junio de 2017.— Unanimidad de votos.— 
Ponente: Alberto Loaiza Martínez.  
 
Recurso de revisión 63/2016 S.S.—  Promovente: José Arturo Olmos 
García.— Autoridad demandada: Comisión Estatal de Servicios 
Públ icos de Ti juana.— 22 de junio de 2017.— Unanimidad de votos.— 
Ponente: Gui l lermo Moreno Sada.  
 
Recurso de revisión 59/2016 S.S.— Promovente: Alberto Manuel 
Estrada Herrera.— Autoridad demandada: Comisión Estatal de 
Servicios Públ icos de Ti juana.— 22 de junio de 2017.— Unanimidad de 
votos.— Ponente: Carlos Rodolfo Montero Vázquez.  

 
El  Pleno del Tr ibunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, en 
sesión celebrada el quince de agosto de dos mil  diecis iete, aprobó 
por unanimidad de votos la tesis de jur isprudencia que antecede y la 
declaró formalmente obl igatoria.  


